El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / ELEMENTOS QUE INTEGRAN SU NÚCLEO ESENCIAL / LA RESPUESTA PUEDE SER POSITIVA O NEGATIVA / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR DAÑO CONSUMADO.
Sobre el alcance del derecho de petición la Corte Constitucional ha expresado:

“El artículo 23 de la Constitución Política consagra el derecho que tienen todas las personas a “presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución”. Además, le otorga al legislador la facultad de reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales…

“Del mismo modo, la jurisprudencia constitucional ha reiterado que el núcleo esencial del derecho de petición comporta los siguientes elementos:

“(i) Formulación de la Petición, esto es, la posibilidad cierta y efectiva de dirigir solicitudes respetuosas a las autoridades y a los particulares…; (ii) Pronta Resolución…; (iii) Respuesta de Fondo, o sea, la resolución definitiva de lo pedido, en sentido positivo o negativo…; y (iv) Notificación al Peticionario…”.
… como la acción de tutela tiene por objeto la protección efectiva y cierta del derecho presuntamente lesionado o amenazado, cuando ya no resulta posible impartir orden alguna con tal fin porque de haberse producido algún daño, este se materializó y no resulta factible restablecer el orden constitucional, el amparo solicitado debe ser negado.

Al respecto ha dicho en su jurisprudencia la Corte Constitucional:

“11. La carencia actual de objeto por daño consumado se presenta cuando la vulneración o amenaza del derecho fundamental ha producido lo que se pretendía evitar con la acción de tutela, de modo tal que ya no es posible hacer cesar la violación o impedir que se concrete el peligro y lo único que procede es el resarcimiento del daño originado en la vulneración del derecho fundamental…”.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA No. 1 DE ASUNTOS PENALES PARA ADOLESCENTES


Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, julio veinticinco (25) de dos mil diecinueve (2019)


Acta No. 331 del 25 de julio de 2019


Expediente No. 66001-31-18-001-2019-00049-01
Procede la Sala a resolver sobre la impugnación que formuló el demandante frente a la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el pasado 13 de junio, en la acción de tutela que el señor Mauricio José Álvarez Tafur instauró contra la Gerente de Talento Humano de la Contraloría General de la República. 

A N T E C E D E N T E S

1. Relató el demandante los hechos que admiten el siguiente resumen:

1.1 Se desempeñaba como profesional abogado grado 1 en el grupo de participaciones ciudadana, empleo para el cual fue nombrado desde el 7 de noviembre de 2017.
1.2 Para el primer semestre de este año tuvo a su cargo cuatro procesos operativos de control fiscal participativo con la ciudadanía de Risaralda “en temas sensibles en materia social como lo es el Programa de Alimentación Escolar, Infraestructura Educativa megacolegios Departamento de Risaralda, Política Pública de inclusión educativa… y programa de servicios de salud y de atención a la población en discapacidad de las fuerzas militares”.

1.3 El pasado 4 de marzo, fecha para la cual esos procesos fiscales se encontraban en trámite, fue notificado de la Resolución Ordinaria ORD 81117-00000944 por medio de la cual se le asignó el cargo de profesional universitario, nivel profesional, grado 01 del Grupo de participación Ciudadana de la Gerencia Departamental Colegiada de Risaralda en el Grupo de Vigilancia Fiscal de la Gerencia Departamental Colegiada de Risaralda.
1.4 En esa resolución se menciona el acto administrativo organizacional del 20 de febrero de 2019, del que desconoce totalmente su contenido y alcance, pues no le fue notificado, “pero en ella se menciona que a través de ese acto administrativo se reubicó el cargo de Profesional grado 01 del Grupo de Participación Ciudadana de la Gerencia Departamental Colegiada de Risaralda, al Grupo de vigilancia Fiscal de la Gerencia Departamental Colegiada de Risaralda”.

1.5 A pesar de que aquella Resolución no disponía la posibilidad de ser recurrida, el 5 de marzo interpuso recurso de reposición y solicitó, entre otras cosas, se concediera ese medio de impugnación en el efecto suspensivo para evitar que su traslado se realizara hasta cuando se encontrara en firme y se precisaran los motivos que llevaron a decretar el traslado de grupo laboral, así como los criterios objetivos “de necesidad del servicio en el grupo de vigilancia fiscal y de no continuidad de mi cargo como de la no prestación de los servicios prestados por la CGR a través de los procesos operativos de control fiscal y participativo, PO027, PO012, PO054 y PO056, hoy aprobados por el nivel central desde la Contraloría Delegada para la participación ciudadana, dejando a la ciudadanía convocada este semestre del año 2019 a participar en un estado de limbo”. 
1.6 El pasado 29 de abril le comunicaron la Resolución ORD-81117-01806 del 26 de abril de 2019, por medio de la cual se confirmó el acto administrativo recurrido.
1.7 En vista de ello, el 14 de mayo último “debí recibir el cargo de profesional grado 1 en el grupo de vigilancia fiscal”, sin contar con la claridad mínima sobre las razones de derecho y de conveniencia misional que motivaron su traslado, máxime que no se cuenta con profesional que lo reemplace en el cargo que ejercía, para dar continuidad a las actividades que desarrollaba.
1.8 Las respuestas brindadas a sus peticiones no resuelven el fondo del asunto y son incompletas, toda vez que la entidad accionada se abstuvo de indicar las razones de su traslado, de la manera como se le requirió, pues al respecto solo se hace una anotación marginal respecto a que debe asumir el trámite de las indagaciones preliminares, sin indicar cuáles son o desde cuándo “existen sin alguien que las asuma y justifique asumirlas con urgencia”, ni siquiera se expresa los motivos por los cuales esos trámites son más relevantes que los procesos operativos fiscales que llevaba.  Además, son incongruentes pues se hace referencia a un acta de sesión ordinaria No. 002 del 2 de enero de 2019, lo que implicaría que el día anterior se haya levantado el acto No. 001, a pesar de que era feriado, máxime cuando le consta que la primera reunión de la Colegiatura en la Gerencia Risaralda se llevó a cabo el 14 de ese mes. Además, se trató el ius variandi, a pesar de que no lo alegó.

1.9 La citada decisión también carece de motivación suficiente al no resolver la totalidad de los argumentos planteados en el recurso de reposición ni pronunciarse sobre la “inconveniencia y caótica situación que se derivaría alrededor del traslado de grupo, en vista de las actividades pendientes en los 4 procesos operativos bajo mi cargo y aprobados con destinación de recursos desde Bogotá D.C., por lo que en las pretensiones del recurso se solicitó adelantar el cambio de grupo luego del mes de julio del presente año, al estar ya finalizados para dicha época los procesos bajo mi cargo en participación ciudadana”. Ello generó la imposibilidad de ejercer, de forma efectiva, su derecho a la contradicción.
1.10 La acción de amparo es procedente pues solo hasta que se profiera una decisión de fondo puede acudir a la vía judicial para demandar la ilegalidad de su traslado. Mientras ello ocurre el juez de tutela tiene la potestad de suspender la aplicación del citado acto administrativo.

1.11 El proceder de la demandada desconoce la garantía de la participación ciudadana, la que se fundamenta en la prestación ininterrumpida de los servicios de acompañamiento técnico legal que suministraba a las veedurías ciudadanas ya reconocidas.
2. Considera lesionados los derechos de petición y al debido proceso. Para su protección, solicita se ordene: a) suspender los efectos de la Resolución ORD -811117-01806 del 26 de abril de 2019 hasta tanto la jurisdicción contenciosa administrativa resuelva si para decretar su traslado se respetaron las exigencias legales que son aplicables a la carrera administrativa especial de la Contraloría y b) resolver de manera congruente el recurso de reposición formulado contra ese acto administrativo. 
A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1. Por auto del pasado 30 de mayo se admitió la acción contra la Gerente de Talento Humano de la Contraloría General de la República.
2. Esa funcionaria se pronunció para informar que: a) mediante acta No. 02 del 14 de enero de 2019, la Colegiatura de la Gerencia Departamental de Risaralda consideró procedente ordenar la reubicación del profesional Mauricio José Álvarez Tafur del Grupo de Participación Ciudadana al de Vigilancia Fiscal “asumiendo el trámite de indagaciones preliminares”; b) por medio de comunicación 2019IE0008411 del 4 de febrero de 2019, la Gerente Departamental de Risaralda solicitó se procediera a esa reasignación, teniendo en cuenta la necesidad del servicio toda vez que: i) conforme al artículo 6º de la Resolución 6541 de 2012 corresponde al Grupo de Vigilancia Fiscal los trámites “sancionatorios fiscal con origen en el Control Fiscal Micro, en nuestro caso, las falencias de las entidades en el registro de información en el aplicativo SIRECI. Es necesaria la asignación para el trámite de aproximadamente 18 PASF”; ii) en la actualidad todos los abogados de ese Grupo se encuentran asignados en las auditorías de la primera fase del PVCF 2019 y iii) el Grupo de Participación Ciudadana “cuenta actualmente con tres funcionarios de perfil abogado, por lo que el cambio al GVF de uno de ello no afectará sustancialmente”; c) Por Resolución OGZ-0690 del 20 de febrero de 2019 se ordenó, de acuerdo con la necesidad del servicio, reubicar un cargo de profesional universitario, nivel profesional, grado 01 del Grupo de Participación Ciudadana de la Gerencia Departamental Colegiada de Risaralda al Grupo de Vigilancia Fiscal de esa misma Gerencia y d) en Resolución ORD-81117-00944-2019 se asignó al accionante a ese último grupo, determinación que fue confirmada mediante acto administrativo del 29 de abril pasado en consideración a que, entre otras cosas, esa reubicación “no vulnera el ius variandi que vulnere su vida familiar, social y laboral”, ni se modifican sus derechos de carrera administrativa y su perfil profesional se ajusta a los diferentes Grupos de la Gerencia.

Frente a la vulneración de derechos atribuida señaló que contrario a lo manifestado por el actor en la decisión del 29 de abril de 2019 se precisaron los antecedentes fácticos que soportaron la asignación a otro grupo funcional, los cuales fueron, el acta de sesión ordinaria de la Colegiatura de la Gerencia Departamental Colegiada en la que se expuso que el funcionario trasladado atendería las indagaciones preliminares; el oficio del 14 de febrero que daba cuenta sobre la necesidad de asignar el funcionario a otro Grupo teniendo en cuenta “que se debían atender en el mismo” y la resolución del 20 de febrero de 2019 que reubicó el cargo de Profesional Universitario, nivel profesional, grado 01 del Grupo de Participación Ciudadana la de Vigilancia Fiscal. De igual forma se expusieron las razones jurídicas de la reubicación; por tanto, se acataron los requisitos jurisprudenciales exigidos para contestar peticiones respetuosas, sin que entre ellos se establezca que la repuesta deba ser afirmativa. Además si lo que pretende el actor es conocer el contenido de los antecedentes que dieron lugar a la emisión del acto administrativo, ha debido solicitar copia de ellos y si en gracia de discusión se aceptara que esa entidad dejó de resolver de fondo la solicitud, la solución del caso no sería inaplicar la asignación a otro grupo de trabajo, tal como lo pretende el accionante, sino que se le brinden las explicaciones del caso.
Adujo que de conformidad con el Decreto 1083 de 2015, la decisión emitida no constituye un traslado sino una mera asignación de un grupo de trabajo, para lo cual su nominador se encuentra plenamente facultado, como quiera que no se trata de un cambio de dependencia, pues el demandante sigue vinculado a la Gerencia Departamental.
Finalmente, dijo, el actor cuenta con otros mecanismos judiciales para dirimir la cuestión, máxime cuando dejó de demostrar la existencia de un perjuicio irremediable. Por el contrario, el Grupo de Participación Ciudadana cuenta con tres funcionarios con educación formal en derecho, quienes pueden “suplir el adelantamiento de los deberes a cargo de dicha área funcional”.  
3. Mediante sentencia del 13 de junio último, el Juez Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira declaró improcedente el amparo. 
Para así decidir, consideró que la pretensión formulada contra el acto administrativo que ordenó la reubicación del actor debe ser tramitada ante la jurisdicción contenciosa administrativa, como mecanismo principal para resolver la cuestión. Explicó que el carácter subsidiario de la acción de amparo impide al juez de tutela inmiscuirse en debates de tipo legal y que en este caso se dejó de acreditar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. En relación con el debido proceso adujo que, de conformidad con lo manifestado por la accionada, el reglamento interno de la entidad autoriza los traslados por necesidad de servicio y que al resolver el recurso de reposición interpuesto contra ese acto, se le explicó que la asignación no vulneraba el ius variandi, ni sus derechos adquiridos de carrera administrativa y que su perfil profesional se adapta al de los diferentes Grupos de Gerencia. Para finalizar, dijo que “recuérdese además, que la respuesta a un derecho de petición puede hacerse en uno u otro sentido, es decir, accediéndose o no a lo pedido”. 
4. Inconforme con el fallo, el accionante lo impugnó. Adujo que: a) los hechos expuestos respecto de la vulneración del derecho de petición, los cuales se refieren a las razones por las que estima que la respuesta suministrada es incongruente, imprecisa e insuficiente, que reiteró, dejaron de ser analizados por el juzgado de primera instancia; b) contrario a lo concluido por el juez de conocimiento, el amparo es procedente para proteger el derecho de petición al tratarse de una garantía de aplicación inmediata que por lo mismo no tiene previsto un medio de defensa judicial diferente a esta acción constitucional, máxime que su pretensión no se enfila frente al carácter de desfavorable de la respuesta sino a su falta de precisión. De igual forma, la tutela es viable para atacar la ilegalidad de actos que ordenan el traslado laboral, de conformidad con el precedente de la Corte Constitucional y c) sí existe un perjuicio irremediable por la lesión de los derechos de petición, al debido proceso y a la participación ciudadana, de conformidad con los hechos que expuso en la demanda.   
Solicita se revoque la sentencia recurrida y se acceda a las pretensiones de la demanda.
C O N S I D E R A C I O N E S 
1. La acción de tutela permite a toda persona reclamar ante los jueces, mediante un procedimiento preferente y sumario, la protección de sus derechos fundamentales cuando quiera que resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de cualquier autoridad pública o aun de los particulares, en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991. 

2. Corresponde a la Sala decidir si procede la acción de tutela frente a las decisiones adoptadas en el trámite administrativo de reasignación laboral del actor. De serlo se establecerá si en esa actuación se vulneran los derechos invocados
3. Sobre el alcance del derecho de petición la Corte Constitucional  ha expresado
:

“El artículo 23 de la Constitución Política consagra el derecho que tienen todas las personas a “presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivos de interés general o particular y a obtener pronta resolución”. Además, le otorga al legislador la facultad de reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales…
Del mismo modo, la jurisprudencia
 constitucional ha reiterado que el núcleo esencial del derecho de petición comporta los siguientes elementos
:

(i) Formulación de la Petición, esto es, la posibilidad cierta y efectiva de dirigir solicitudes respetuosas a las autoridades y a los particulares, sin que les sea dado negarse a recibirlas o a tramitarlas
; (ii) Pronta Resolución, es decir, la definición de fondo del asunto planteado dentro de un término razonable
, que por regla general ha sido definido por el Código Contencioso Administrativo en 15 días, lapso en el que, si no es posible resolver definitivamente la petición, deberá informarse el momento en que tendrá lugar la resolución de fondo de lo pedido, señalando las razones que motivan la dilación
; (iii) Respuesta de Fondo, o sea, la resolución definitiva de lo pedido, en sentido positivo o negativo, de forma clara -esto es, inteligible y contentiva de argumentos de fácil comprensión-, precisa -de manera que atienda directamente lo pedido sin reparar en información impertinente y sin incurrir en fórmulas evasivas o elusivas
, congruente -de suerte que abarque la materia objeto de la petición y sea conforme con lo solicitado- y  consecuente con el tramite surtido -de manera que, si la respuesta se produce con motivo de un derecho de petición elevado dentro de un procedimiento del que conoce la autoridad de la cual el interesado requiere la información, no basta con ofrecer una respuesta como si se tratara de una petición aislada o ex novo, sino que, si resulta relevante, debe darse cuenta del trámite que se ha surtido y de las razones por las cuales la petición resulta o no procedente
; y (iv) Notificación al Peticionario, es decir, la información efectiva del solicitante respecto de la decisión que, con motivo de su petición, se ha producido
.” (Subrayas fuera del texto original)
4. Las pruebas allegadas al expediente, que obran en el cuaderno No. 1, acreditan los siguientes hechos:

4.1 Mediante Resolución ORD 81117-00000944 del 1º de marzo de 2019, la Gerente de Talento Humano de la Contraloría General de la República resolvió asignar al señor Mauricio José Álvarez Tafur, profesional universitario, nivel profesional, grado 01 del Grupo de Participación Ciudadana de la Gerencia Departamental Colegiada de Risaralda a igual cargo en el Grupo de Vigilancia Fiscal de esa Gerencia Departamental. 

Como fundamento de esa determinación se expuso que de conformidad con la Resolución 0676 de 2018 y los Decretos 268 de 2000 y 1083 de 2015, a la Gerencia de Talento Humano se delegó la función de reubicar y trasladar empleos de la planta global de la Contraloría. También, que por Resolución Organizacional OGZ-690 del 20 de febrero de 2019, “se reubicó el cargo de Profesional Universitario, Nivel Profesional, Grado 01 del Grupo de Participación Ciudadana de la Gerencia Departamental Colegiada de Risaralda, al Grupo de Vigilancia Fiscal de la Gerencia Departamental Colegiada de Risaralda”
.
4.2 El accionante solicitó se reconsiderara ese acto administrativo con sustento en que: a) no se le informaron los medios de impugnación que procedían en su contra; b) no justifica las razones de tipo organizacional que llevaron a expedir esa decisión y aquella por la cual se ordenó su reubicación; c) requiere conocer esos motivos, ya que en la actualidad es responsable de cuatro procesos fiscales  PO027, PO012, PO054 y PO056 aprobados, con asignación de recursos, por el nivel central, teniendo en cuenta su calidad de facilitador en el área de promoción y desarrollo de las veedurías ciudadanas, “situación que al contrastarse con lo ordenado en la misma Resolución… resulta en caótico e inconveniente, pues se dejaría a media marcha y sin poder ejecutarse, actividades en las que la Contraloría General de la República se ha comprometido con la ciudadanía”; d) citó jurisprudencia de la Corte Constitucional relativa a que el traslado de empleado no es una facultad discrecional absoluta y e) ese acto afecta directamente el registro público de carrea administrativa de la Contraloría pues al desconocer los motivos del traslado “se está consigo vulnerado los principios democráticos de publicidad y del debido proceso”.

Solicitó se concediera ese recurso en el efecto suspensivo y se precisaran los motivos que llevaron a decretar el traslado de grupo laboral, “indicándose los criterios objetivos de necesidad del servicio en el grupo de vigilancia fiscal y de no continuidad de mi cargo como de la no prestación de los servicios prestados por la CGR a través de los procesos operativos de control fiscal y participativo, PO027, PO012, PO054 y PO056, hoy aprobados por el nivel central desde la Contraloría Delegada para la participación ciudadana, dejando a la ciudadanía convocada este semestre del año 2019 a participar en un estado de limbo”. Además, que teniendo en cuenta los traumatismos en las actividades de esos procesos operativos, generados por su traslado, se proceda a reubicarlo, luego de ejecutados, esto es en julio de 2019
.
4.3 Por Resolución No. ORD 81117-01806 del 29 de abril de 2019, la citada funcionaria decidió confirmar el acto administrativo recurrido.

Para resolver de esta forma consideró que la Contraloría General de la República cuenta con una planta global establecida en el Decreto 271 de 2000, el que en su artículo 3º determina que la distribución de esos empleos estará soportada, entre otros, en la necesidad del servicio. La decisión de asignar al accionante al Grupo de Vigilancia Fiscal se adoptó de conformidad con el manual de funciones, requisitos y competencia laboral que prevé que “administrar el talento humano de la Gerencia Departamental para garantizar el cumplimiento de los derecho y deberes de los servidores públicos, facilitar el desarrollo de las políticas de personal y fortalecer el clima laboral”; es decir, que se tiene facultad para asignar cargos a diferentes grupos de Gerencia para optimizar adecuadamente el recurso humano, “porque los profesionales se enfrentan a un mundo de competitividad que no se mide por la posesión de un conocimiento específico sino por el dominio y la profundidad que se tenga sobre distintos saberes”. De otro lado, esa determinación no vulnera el “ius variandi que afecte la vida familiar, social y laboral, conservando además, todos sus derechos derivados de la carrera administrativa”. Así mismo el perfil profesional del recurrente se ajusta a los diferentes grupos de gerencia, de acuerdo con el mencionado Manual.   
Señaló también que mediante oficio del 4 de febrero de 2019, la Gerente Departamental Colegiada de Risaralda allegó acta de sección ordinaria No. 02 del 2 de enero anterior y solicitó la reasignación de grupo de trabajo del actor al de Vigilancia Fiscal de esa misma dependencia, con el fin de asumir el trámite de indagaciones preliminares. En consecuencia, se profirió la Resolución Organizacional OGZ-690 del 20 de febrero de 2019, por medio de la cual se ordenó la reubicación del cargo de Profesional Universitario, Nivel Profesional, Grado 01 del Grupo de Participación Ciudadana de la Gerencia Departamental Colegiada de Risaralda, al Grupo de Vigilancia Fiscal de la Gerencia Departamental Colegiada de Risaralda. 

Y como sustento jurídico citó, además de las normas a que había hecho relación en el acto recurrido, el Decreto 648 de 2017 que establece que el traslado por necesidad del servicio es procedente siempre y cuando no implique condiciones menos favorables para el empleado, quien, por lo mismo, conserva los derechos derivados de la carrera administrativa y de la antigüedad del servicio, y que la reubicación consiste en el cambio de ubicación del empleo a otro dependencia de la misma planta global
. 

5. Lo primero que debe resolver esta Sala es si el amparo reúne los requisitos de procedibilidad establecidos o si, como lo definió el funcionario de primera instancia, se incumple el de la subsidiariedad al tratarse de una controversia que debe ser ventilada ante la jurisdicción contenciosa administrativa.

Para el Tribunal en este punto le asiste razón al recurrente, pues tal como se desprende de la demanda, su reproche específico guarda relación con la falta de pronunciamiento íntegro y coherente respecto del recurso que formuló contra el tantas veces citado acto de reasignación laboral; es decir, que considera vulnerados, entre otros, el derecho de petición, garantía fundamental que carece de mecanismo judicial de protección y por tanto es válido obtener su amparo por medio de la acción de tutela, al respecto la Corte Constitucional ha dicho:

“Respecto de la protección del derecho de petición, esta Corte ha estimado que el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo. Por esta razón, quien encuentre que la debida resolución a su derecho de petición no ocurrió, esto es, que se quebrantó su garantía fundamental, puede acudir directamente a la acción de amparo constitucional.” 

Ante la claridad de que en estos casos, entonces, la acción de tutela es procedente para salvaguardar directamente ese derecho, se procederá a resolver la controversia de fondo.

6. De las pruebas incorporadas se puede deducir que la contestación brindada por la Gerente de Talento Humano de la Contraloría General de la Nación cumple los requisitos jurisprudenciales a que hace referencia la primera providencia transcrita.

En efecto, esa autoridad le explicó al actor las razones fácticas y jurídicas con sustento en las cuales se dispuso su reubicación laboral, concretamente le indicó que tal decisión se encuentra  ajustada al manual de funciones que lo faculta para asignar los cargos a los diferentes grupos de la gerencia, con el fin de utilizar y optimizar adecuadamente el recurso humano; porque no se afecta el ius variandi que afecte su vida familiar, social o laboral; porque conserva todos sus derechos derivados de la carrera administrativa y porque a ello se procedió “buscando el cumplimiento de los objetivos institucionales, mejorando el crecimiento personal y profesional de cada uno de los funcionarios, propendiendo por el desarrollo y aplicación de las competencias individuales y además proporcionando la capacitación, entrenamiento y aprendizaje para optimizar el recurso humano al servicio de la organización, con el fin de mejorar el buen desempeño laboral”. Además, se le dijo que era abogado y su perfil se ajusta a los diferentes grupos de la Gerencia, de conformidad con el manual de funciones, que para el cargo que ocupa, incluye el de apoyar la realización de las indagaciones preliminares del proceso auditor para determinar si hay mérito para iniciar el proceso de responsabilidad fiscal.
En consecuencia, se puede concluir que la respuesta brindada reúne los presupuestos de coherencia y precisión.

Es de reiterarse que según la jurisprudencia la presentación de una solicitud no conlleva una respuesta favorable, por el contrario la obligación de la entidad se limita a resolver de fondo el asunto, con independencia de que la determinación beneficie o no al interesado
, tal como aquí ocurrió. 

7. En este punto es necesario indicar que aunque en esa respuesta la demandada se abstuvo de pronunciarse sobre las demás pretensiones del recurso, dirigidas a que ese medio de impugnación se concediera en efecto suspensivo y que el traslado se materializara luego de que se ejecutaran los programas que tenía a su cargo, esto es en el mes de julio de este año, razón por la cual se deberían adoptar medidas necesarias para remediar esa omisión, a ello no se procederá porque en la actualidad la vulneración ha perdido vigencia. 
Lo anterior se afirma porque al haber sido ya resuelto el recurso formulado, cualquier decisión sobre el efecto en que se concede termina siendo inane. Igual sucede con la solicitud de suspensión del traslado hasta tanto se culminaran los procesos fiscales, ya que si este último hecho ocurriría en el mes de julio de este año, ordenar que se defina esa cuestión resultaría también vano, si se toma como referencia que para la fecha en que se profiere esta providencia, ese mes está por terminar, razón por la cual no habría ya motivo para suspender la reubicación a pocos días de finalizar el término determinado para finalizar esos trámites fiscales.
De igual manera, tal como se hizo alusión en la demanda, el actor ejerce ante el nuevo grupo de trabajo al que fue asignado desde el 14 de mayo de 2019.  
Entonces, como la acción de tutela tiene por objeto la protección efectiva y cierta del derecho presuntamente lesionado o amenazado, cuando ya no resulta posible impartir orden alguna con tal fin porque de haberse producido algún daño, este se materializó y no resulta factible restablecer el orden constitucional, el amparo solicitado debe ser negado.
Al respecto ha dicho en su jurisprudencia la Corte Constitucional:

“11. La carencia actual de objeto por daño consumado se presenta cuando la vulneración o amenaza del derecho fundamental ha producido lo que se pretendía evitar con la acción de tutela, de modo tal que ya no es posible hacer cesar la violación o impedir que se concrete el peligro y lo único que procede es el resarcimiento del daño originado en la vulneración del derecho fundamental
.

Recuérdese que la acción de tutela tiene un carácter eminentemente preventivo más no indemnizatorio, por regla general
. En otras palabras, su fin es que el juez de tutela, previa verificación de la existencia de una vulneración o amenaza de un derecho fundamental, dé una orden para que el peligro no se concrete o la violación concluya; sólo excepcionalmente se permite ordenar algún tipo de indemnización
. En este orden de ideas, en caso de que presente un daño consumado, cualquier orden judicial resultaría inocua
 o, lo que es lo mismo, caería en el vacío pues no se puede impedir que se siga presentando la violación o que acaezca la amenaza. La única opción posible es entonces la indemnización del perjuicio producido por causa de la violación del derecho fundamental, la cual, en principio, no es posible obtener mediante la mencionada vía procesal…”
. 

7. En estas condiciones se confirmará el fallo impugnado, pero se modificará para negar el amparo, ya que en este caso, contrario a lo concluido en esa providencia, se entienden superados los presupuestos de procedencia, y se declarará la carencia actual de objeto por hecho consumado respecto de aquellas pretensiones.

Por lo expuesto, la Sala 1º de Asuntos Penales para Adolescentes del Tribunal Superior de Pereira, Risaralda, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito para Adolescentes con Función de Conocimiento de Pereira, el pasado 13 de junio, en la acción de tutela que el señor Mauricio José Álvarez Tafur instauró contra la Gerente de Talento Humano de la Contraloría General de la República. MODIFICÁNDOLA para negar el amparo invocado y declarar la carencia actual de objeto por daño consumado respecto de las peticiones dirigidas a obtener que el recurso formulado fuera concedido en efecto suspensivo y que el traslado se materializara luego de que se ejecutaran los programas fiscales que el actor tenía a su cargo en su anterior grupo de trabajo.
SEGUNDO: Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.
TERCERO: Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.
Notifíquese y cúmplase,

Los Magistrados,




CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
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